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Conferencia pronunciada por el Licenciado 
Adolfo Molina Orantes, en el seno de la Socie- 
dad de Geografía e Historia de Guatemala, en 
la sesión de aniversario del 25 de julio de 
1947, en que se le recibe como socio activo. 


Honorable Junta Directiva, 
Damas y caballeros: 


Es muy honroso para mí ser recibido hoy en el seno de esta benemérita 
Sociedad de Geografía e Historia de Guatemala, digna representativa de las 
inquietudes humanistas más nobles y más desinteresadas de nuestro conglo- 
merado social. La Historia, así como la Filosofía, representan el estadio supe- 
rior de la cultura humana: ellas nacen cuando el hombre se remonta sobre 
el nivel zoológico de la vida vegetativa, para preocuparse por primera vez del 
mundo que lo rodea, dándose cuenta de improviso que él no es el centro del 
universo, sino un simple incidente en el devenir cósmico, un eslabón en la 
cadena sin fin de la evolución. De esa manera, el hombre primitivo se plantea 
a sí mismo la doble interrogante acerca de su origen y su destino final, cues- 
tiones que la religión soluciona provisionalmente, para más tarde ceder el 
campo a la Filosofía y a la Historia, en las cuales se materializa ese afán por 
la búsqueda del conocimiento. 

Esa misma inquietud pensante que acosó al hombre primitiyo sigue an- 
gustiando al hombre contemporáneo; y ella precisamente viene a constituir 
la actividad más noble del espíritu, que se desprende así espontáneamente 
de los problemas materiales inmediatos, y se remonta a planos superiores para 
preocuparse de los problemas trascendentales del universo que lo circunda 
y que lo ha precedido en la existencia. 

“Toda auténtica reflexión histórica —ha dicho Oswald Spengler— es 
auténtica filosofía, o sólo labor de hormigas”; y dentro de esa genuina signi- 
ficación de la Historia, esta docta Sociedad viene a constituir un templo de 
meditación, un oasis de espiritualidad en medio de las actividades intrascen- 
dentes de la vida cotidiana. Por ello constituye para mí motivo de especial 
júbilo y orgullo el ser admitido hoy a formar parte de sus miembros, y a con- 
tribuir, aunque sea en parte mínima, a la investigación y esclarecimiento de 
nuestro pasado histórico. Y en cumplimiento de lo que prescribe el ritual 
de admisión, vengo a ofrecer a ustedes un breve estudio acerca del estatuto 
jurídico de los indios de Guatemala antes de 1821. 

Al fijar el año de 1821 como final cronológico de este estudio, no podemos 
pasar por alto el hecho de que hasta ahora no se ha hecho un análisis socio- 
lógico del momento histórico que marca nuestra separación de la Madre 
Patria, y como resultado de esta desorientación, siempre que leemos o escu- 
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chamos alguna opinión respecto a la independencia de estos países, nos trope- 
zamos de inmediato con una serie de juicios valorativos acerca de las caracte- 
rísticas del régimen colonial y de los cambios radicales que la Declaración de 
Independencia trajo consigo. Tales juicios significan, por lo general, un seve- 
rísimo anatema contra las primeras, y una ilimitada apología de los segundos. 
Consideramos que las valoraciones de estimativa ética deben ser abandona- 
das por el historiador ecuánime: los hechos históricos no son en sí ni buenos 
ni malos, sino simplemente hechos; y como la moral no es la misma en todos 
los tiempos, resulta inconducente aplicar los “standards' de nuestra época 
a situaciones del pasado. A lo más que podemos aspirar es a juzgar sobre 
la conveniencia o inconveniencia de una determinada actuación, en vista 
de los resultados que produjo. Pero tal aspecto pragmático de la Historia 
conviene primordialmente a los estadistas. 

Aunque, según ya adelantamos, falta hacer un análisis completo del 
cambio sociológico operado por la Independencia, nos atrevemos a afirmar 
que el cambio político afectó de manera más inmediata al elemento criollo 
o ladino que al indígena. La Independencia no vino a ser sino la culminación 
de una serie de disensiones entre los españoles peninsulares y los americanos; 
disensiones surgidas desde el siglo XVII con motivo de la preferencia induda- 
ble que se daba a los primeros en el manejo de la administración pública. 
Bien es verdad que las Cortes de Cádiz decretaron en 1811 la igualdad política 
de ambos grupos, y acordaron conceder representación parlamentaria a los 
americanos en el mismo pie de igualdad que a los peninsulares; pero también 
lo es, que la duración de ese interregno fué relativamente efímera, y pronto 
se consideró que lo hecho por las Cortes era casi una usurpación de las atribu- 
ciones reales, y por consiguiente, falto de validez legal. Sin embargo, ya el 
espíritu de igualdad había arraigado fuertemente entre los criollos, y era el que 
imperaba en el mundo entero a raíz de la independencia: de los Estados Uni- 
dos y de la Revolución Francesa, que acababan de tener lugar. Esta influen- 
cia libertaria, llevó a la proclamación de la Independencia primero, y después 
a la elaboración de la Constitución de 1824, que fija para la nueva República 
los derechos fundamentales del hombre, entre ellos el principio de igualdad 
ante la ley, que ha perdurado hasta nuestra novísima Constitución de 1945, 

El Derecho Constitucional moderno ya ha rectificado el dogma revolu- 
cionario de la igualdad ante la ley, por considerar que la igualdad absoluta 
representa la más grande de las injusticias: la ley no puede tratar de igual 
manera a los capaces que a los incapaces, a los indigentes que a los poderosos, 
a los alfabetos que a los analfabetos, porque todos ellos se encuentran en una 
situación de efectiva desigualdad. El Estado, por su función tutelar, está 
obligado a considerar estas desigualdades de hecho que existen en las capas 
sociales, para suplir con su gestión protectora, el déficit de capacidad que 
aqueja a unos cuantos. El principio jurídico en vigencia consiste entonces 
en tratar a los desiguales, desigualmente. 

Nuestras constituciones libres, al proclamar el dogma de la igualdad, 
vinieron a echar por tierra el estatuto privilegiado que tenía el elemento indí- 
gena durante la dominación de España, de manera que su condición jurídica 
se hizo más desfavorable que antes. Las nuevas leyes. crearon mayores obliga- 
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ciones y responsabilidades a los indios al equipararlos con el elemento ladino, 
lo cual constituye una ficción que sigue siendo inaceptable en nuestros días. 


El elemento indígena se encuentra todavía en una situación cultural y eco- 


nómica muy inferior al ladino, y mientras subsista ese desnivel, es una verda- 
dera inconsecuencia aplicar a ambos las mismas leyes. Más justo sería 
reconocer la realidad y crear leyes tutelares que se ajusten a la inferioridad 
económica y cultural del indio, para reintegrarlo al estatuto privilegiado de que 
disfrutaba durante el dominio español. 


El sistema jurídico que prevaleció en España durante los trescientos años 
de su dominación en América, era el que correspondía a su admirable organi.- 
zación política y administrativa. Al descubrirse el Nuevo Mundo, se trató de 
adaptar a las nuevas provincias el mismo sistema de la metrópoli, pero además 
hubo necesidad de ir creando un nuevo derecho que se ajustara a las situacio- 
nes especiales del gobierno de ultramar, conservando muchas veces institu- 
ciones propias del derecho aborigen. Ese derecho americano se fué desarro- 
llando paulatinamente a través de enconadas luchas que sostenían por una 
parte los intereses económicos de los colonizadores, y por otra los principios 
jurídicos que inspiraban a las reales cédulas y demás manifestaciones del 
Derecho Positivo. El gobierno del Nuevo Mundo representa esa lucha inin- 
terrumpida entre los hechos y el Derecho. Las leyes que emanaban del 
monarca respondían a las más elevadas finalidades de justicia y de bienestar 
general; cuando llegaban a las audiencias de estas provincias, se recibían 
con toda solemnidad, y el acatamiento se manifestaba por el presidente y 
ministros de la Audiencia en el ceremonial de tomar en sus manos las reales 
cédulas y colocarlas sobre sus cabezas en señal de obediencia. En repetidas 
ocasiones, la obediencia se quedaba en ese estado simbólico, sin que se diera 
cumplimiento efectivo a las órdenes reales, y de aquí que muchas ordenanzas 
se repitan periódicamente, reiterando disposiciones anteriores que no se habían 
cumplido. Pero nuestro análisis no trata de señalar estas transgresiones al 
Derecho. pues ello significaría reconstruir 300 años de historia, sino simple- 
mente considerar el aspecto estrictamente jurídico de las instituciones que 
afectaban a la clase indígena. 


Durante los años que siguieron inmediatamente a la Conquista, la situa- 
ción de los indios no fué otra que la de los vencidos en la guerra. Los conquis- 
tadores eran por lo general hombres de armas y no de letras; cuya exclusiva 
preocupación era el sojuzgamiento de los naturales y la obtención de mercedes 
reales como premio a sus merecimientos. El sistema feudal de la Edad Media 
no se había desarraigado por completo de Europa, y la experiencia política 
de España obtenida en las luchas contra los moros, había creado la necesidad 
de fomentar la iniciativa privada, otorgando toda suerte de ventajas y privi- 
legios a los conquistadores en igual forma que se habían concedido en la 
Península durante la guerra de la Reconquista. La historia de la conquista 
de América tiene, por consiguiente, que estar escrita a sangre y fuego y abun- 
dar en hechos en que la idea de justicia brilla totalmente por su ausencia. 
En esa época se tomaba a los indios conquistados por esclavos, vendiéndolos 
y herrándolos como ganado, cuando no se les sujetaba a la muerte por “ape- 
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rreamiento”, que consistía en el descuartizamientoe por perros amaestrados. 
Esos horrores no podían persistir por mucho tiempo, y si bien se examinan, 
no son más espantosos que los que nos han ofrecido las guerras de los últimos 
tiempos. 

Contra esa crueldad despiadada surgió una violenta reacción humani- 
taria encarnada principalmente en los teólogos contemporáneos; y al hacer 
referencia a los teólogos, debemos señalar con Menéndez y Pelayo, que la 
teología del sigilo XVI era a modo de ciencia universal que abarcaba desde 
los atributos divinos hasta las últimas ramificaciones del Derecho Público y 
Privado. Los teólogos españoles eran juristas de la más rancia estirpe, y la 
Universidad de Salamanca, de donde provenían muchos de ellos, fué el em- 
porio del pensamiento jurídico de la época. De las aulas salmantinas salió 
la figura prócer de Fray Bartolomé de las Casas, quien antes de ser fraile 
fué abogado; y de Salamanca también había surgido el padre del Derecho 
Internacional moderno, Francisco de Victoria, precursor de Grocio y valiente 
impugnador del pretendido derecho de conquista en que se amparaba el Rey 
de España para el sojuzgamiento de los aborígenes americanos. 


ABOLICION DE LA ESCLAVITUD 


En Guatemala, esta influencia benéfica y moderadora se dejó sentir desde 
1529 con la llegada de Fray Domingo de Betanzos, a fundar el primer con- 
vento de dominicos, habiéndose señalado siempre la orden por su celo en 
favor de los indios y por su lucha contra la codicia y crueldad de los conquis- 
tadores. Las Casas había llegado a Cuba desde principios del siglo XVI y 
allí había sido testigo del tratamiento inhumano que se daba a los naturales. 
Para mejor defenderlos, dispuso tomar el hábito en 1523, y se dirigió a España 
a luchar denodadamente por su causa, habiendo logrado en 1530, que se emi- 
tiera una real cédula prohibiendo la esclavitud. De esa fecha en adelante, 
- puede considerarse que el estatuto indígena es el que corresponde a hombres 
libres. Los demás derechos propios de la dignidad humana fueron obtenién- 
dose después, de manera gradual. 

Para sustituir la esclavitud de los indios, las Casas sugirió la importa- 
ción de negros de Africa, inconsecuencia que no se explica en varón tan 
esclarecido. Sin embargo, abonan en su favor las circunstancias de que la 
esclavitud de africanos ya había sido sugerida por Obando en 1505, y por los 
padres Jerónimos en 1517 (V. Levene); y el mismo las Casas, en su libro 
“Historia de las Indias”, rectificó el error, al reconocer que tan injusto era el 
cautiverio de los negros como el de los indios. No obstante, los negros conti- 
nuaron sujetos a esclavitud hasta 1821, y para ellos la declaración de indepen- 
dencia tiene una significación más honda que para los indígenas. 

Las conquistas alcanzadas por el Padre las Casas en la Corte española 
tuvieron, como es natural, una acogida desfavorabilísima en América, en donde 
los intereses creados de conquistadores y encomenderos se habían encargado 
de alimentar el sofisma de que los indios del Nuevo Mundo no eran seres 
racionales, y que, por consiguiente, era perfectamente lícito servirse de ellos 
como de bestias, siendo además permitido despojarlos de sus bienes. 
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Estas teorias esclavistas encontraron en la Corte un abogado que las 
defendiera, en la persona de Juan Ginés de Sepúlveda, quien fundamentó su 
réplica a las Casas con las razones siguientes: 1”, la gravedad de los delitos 
cometidos por los indios; 2*, su idolatría y otros pecados que cometen contra 
Natura; 3%, la rudeza de sus ingenios; 4”, la comodidad de predicar la fe 
después de sojuzgarlos; 5”, la injuria que unos y otros se hacen, matando 
hombres para el sacrificio y aun para comerlos. Como conclusión, afirmaba 
Sepúlveda la justicia de la guerra contra los naturales de América. Pero, 
como muy sabiamente observaba las Casas, las guerras jamás podrían infun- 
dir la fe, porque ellas engendran más bien miedo y fuerza que convencimiento. 
Para zanjar estas polémicas, los frailes Sujetaron el caso a la decisión del 
Papa Paulo III, quien en 1537 expidió el breve Sublimis Deus, en donde se 
resolvía que los indios, como verdaderos hombres, están en capacidad de reci- 
bir la fe cristiana, y no deben ser privados de su libertad ni de sus bienes; 
no siendo tampoco lícito el hacerlos esclavos. De esa manera se confirmaba 
por la autoridad eclesiástica, lo resuelto por la secular en 1530. 

Todo ese movimiento jurídico se tradujo políticamente en la reunión de 
la Junta de Valladolid, que se convocó para discutir los asuntos propios del 
Continente Americano, habiendo sido presidida por el Cardenal Arzobispo 
de Sevilla, García de Loaiza, e integrada por las personas de más conocimiento 
y experiencia en los negocios de los reinos de Indias. Al cabo de dos años, 
el 20 de noviembre de 1542, la Junta recomendó la creación de la Audiencia 
de los Confines, y la emisión de las leyes llamadas Ordenanzas de Barcelona, 
cuyos objetivos primordiales eran la protección de los indios y la organización 
de un sistema administrativo que la garantizara. Desde esa época puede consi- 
derarse establecida formalmente la función tutelar del Gobierno sobre el 
elemento aborigen, y de ahí en adelante quedan los indios sujetos a un status 
jurídico peculiar que subsiste hasta la Independencia. 
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VASALLAJE 


Al abolirse la esclavitud se impuso a los naturales el estatuto de vasallos 
de la Corona, como correspondía a la organización social de la época. Los 
vasallos eran hombres libres, sin más nexo de dependencia que el de pagar 
tributo al soberano, y éste, en compensación, tenía el deber de protegerlos y 
defenderlos. Los españoles peninsulares que venían a América eran también 
vasallos del Rey, pero sus ejecutorias durante la Conquista los habían hecho 
acreedores a mercedes reales y granjerías, que dieron origen a la institución 
de la Encomienda y de los repartimientos a que luego nos referiremos. 

El vasallaje se impuso a los indios con la intención de mejorar su condi- 
ción, y la Recopilación de Leyes de Indias emitida en el año 1680, durante el 
reinado de Carlos II, dice literalmente a este respecto: '...haberlos puesto 
Dios bajo nuestra protección y amparo, ha sido por bien suyo y para sacarlos 
de la servidumbre y tiranía en que antiguamente vivian”. El título II del 
libro VI del mismo cuerpo de leyes aparece dedicado en su totalidad a la 
libertad de los indios, ordenando, en su artículo primero, que se les ponga 
en libertad y no se les sujete a servidumbre; que al que sea osado de cautivar- 
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les o tenerles por esclavos, sea penado con la confiscación de sus bienes. A 
los encomenderos se prohibe que vendan a sus encomendados, y en caso de 
transgresión, se manda a poner en libertad a los esclavos y que se extinga 
la encomienda. 

Las disposiciones que ordenaban la abolición de la esclavitud se reite- 
raron por reales cédulas de 1672, 1676, 1679, 1695 y 1716, esta última prohi- 
biendo que “se les tratara” como esclavos, lo cual nos induce a pensar en la 
obstinada resistencia que en estas tierras encontraron las humanitarias dispo- 
siciones de los soberanos. Para poner coto a esa oposición, menudearon las 
leyes tendientes a garantizar la libertad de los indios, y su cumplimiento 
se encargaba expresamente a los presidentes, a las audiencias, a los oidores 
visitadores de pueblos, a los corregidores y alcaldes, y de manera muy espe- 
cial a los fiscales del crimen, que eran los representantes natos de los abo- 
rígenes. 

La lucha contra la esclavitud no sólo se hacía efectiva contra los españo- 
les, sino aun contra los mismos indios de elevada jerarquía, y a los oidores 
visitadores se encargaba que investigaran el tratamiento que los caciques 
daban a los naturales que tenían bajo su jurisdicción, y a los cuales no podían 
sujetar a esclavitud. | 

CACIQUES 


Y ya que mencionamos a los caciques, es oportuno advertir que, si bien 
se concedió la libertad a los indios, les fué permitido mantener algunas de 
las jerarquías sociales existentes antes de la Conquista. No obstante, las leyes 
vedaban expresamente que a los jefes se diera el título de señores y les asig- 
naban el de caciques o principales, reconociéndoles además el privilegio de 
que las audiencias conocieran privativamente de sus derechos. Su jurisdicción 
en lo criminal sólo estaba limitada por aquellas causas en que hubiera pena 
de muerte, mutilación “u otro castigo atroz'”. Y expresamente se les prohibía 
que mandaran a matar indios e indias para enterrar con ellos, según era su 
costumbre tradicional. El rango de cacique había sido reconocido con espe- 
cial deferencia por los soberanos españoles, y en 1544, Felipe II expidió 
varias reales cédulas concediendo a los caciques de Tecpán Atitlán, Chichi- 
castenango y Rabinal, ejecutorias de hidalguía y sendos escudos de armas, 
ofreciéndoles, además, que sus pueblos no se encomendarían a otras personas. 
Más tarde, por cédulas de 1697 y 1766, se concedieron a los hijos de caciques 
las mismas preeminencias “así en lo eclesiástico como en lo secular, que a los 
nobles hijosdalgo de Castilla, a quienes se les iguala, y se inhibe de sus causas 
a las justicias ordinarias, con privativo conocimiento de las audiencias”. 

''A los menos principales, que son de sangre pura —continuaba la misma 
cédula—, se les debe contribuir con todas las prerrogativas, honras y digni- 
dades que gozan en España los limpios de sangre que llaman del estado gene- 
ral.'* En consecuencia, los indios “deben ser admitidos a las religiones, edu- 
cados en los colegios y promovidos según su mérito y capacidad a las digni- 
dades eclesiásticas y oficios públicos”. 

En lo económico, la situación de los caciques era todavía más favorable 
que la de los encomenderos, ya que tenían derecho a percibir tributos, sin 
obligación de pagarlos ellos ni sus hijos mayores. 
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DERECHOS HUMANOS 


Las reales disposiciones no se detuvieron en la abolición de la esclavitud, 
sino trataron, además, de librar a los naturales de todas las formas de servi- 
dumbre obligatoria, más o menos encubierta, a que se les trató de sujetar 
en todo tiempo, aun de parte de los mismos doctrineros y autoridades encar- 
gadas de su protección. Y en un afán de garantizarles la dignidad humana, 
Felipe II manda, en 1594, que ni los curas, doctrineros, clérigos ni religiosos 
puedan tener cárceles, prisiones, grillos y cepos para prender y detener a los 
indios, ni quitarles el cabello, ni azotarlos, ni imponerles condenas, si no es con 
autorización especial de los obispos. 

Entre otras leyes que tienden a proteger y a elevar la dignidad humana, 
merecen especial mención las que prohiben a los españoles que se sirvan 
de los indígenas como bestias de carga, o que conduzcan a los españoles en 
andas o hamacas, sino en casos de notoria enfermedad. Felipe III fué todavía 
más radical al ordenar en 1609, que no se cargara a los indios contra su volun- 
tad, ni de su grado. Y recemendó que en los lugares en que no hubiera bestias 
de carga, se introdujeran éstas, para que sólo por excepción y por necesidad 
se utilizara a los tlamemes. Ya anteriormente Carlos V había impuesto dos 
limitaciones muy significativas, como eran la de prohibir que se cargara a los 
indígenas menores de dieciocho años, y la que mandaba que el peso no pudiera 
exceder de dos arrobas. 


Aunque se admitía la prisión por deudas, y se autorizaba la entrega de la 
persona de los deudores a los acreedores, la situación estaba reglamentada 
de manera bastante estricta. Así, por ejemplo, se exigía que el deudor fuera 
dedicado al ramo especial de su ocupación habitual, reconociéndole el salario 
que acostumbraba percibir, y fuera desquitando en esa forma el valor de la 
cantidad adeudada. Ese servicio personal no podía perpetuarse por medio 
de habilitaciones, ya que al pasar el término de la condena no se podía obligar 
al deudor a que siguiera desquitando el dinero con que se le había habilitado. 


El Derecho de Trabajo se encuentra contenido en una serie de preceptos 
de naturaleza indudablemente protectora, y todo el título XII del libro VI de la 
Recopilación de Indias, está dedicado a regular el servicio personal, estable- 
ciendo categóricamente su primer artículo, que no deberán existir los servicios 
personales, porque ellos consumen y acaban a los indios, particularmente 
porque los obligan a ausentarse de sus casas. Se prohibe apremiar a labra- 
dores y oficiales para que alquilen sus jornales, los cuales en todo caso deberán 
ser pagados en su justo precio, así como los gastos de viáticos. Los negros y 
mulatos tenían absoluta prohibición de tener indios a su servicio, y a éstos 
tampoco podían obligarlos las autoridades a hacer barreras, limpiar calles 
y Otros servicios públicos si no era pagándoles un salario justo. 


Conociendo los perjuicios que resultan de la intervención de contratistas, 
se prohibieron los contratos sobre trabajo de indios por medio de mayordomos 
o calpizques. Y se vedaba a los españoles poner en sus estancias mayor- 
domos concertados a partir de frutos, por las grandes molestias que de ello se 
derivaban para los aborígenes. 
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Los salarios no podían pagarse en especies perjudiciales, como el vino 
o la chicha; y se proscribía terminantemente el trabajo en obrajes ni ingenios 
de azúcar, los cuales deberían beneficiarse con negros u otro género de servicio 
y no con indios forzados ni voluntarios. A las mujeres y a los menores de 
18 años tampoco podía obligárseles a trabajar, ni aun en las estancias. 

La locación de servicios estaba autorizada siempre que se tratara de tra- 
bajos a destajo, y ya existía la prohibición de concertarse para servir a otro 
por más de un año. 

Aunque se dictaron disposiciones que obligaban a los indios a trabajar, 
el espíritu de ellas era el de inculcarles los hábitos de trabajo, porque —según 
se lee en la Recopilación de Indias— “si les quedase libertad, rehusarían 
el trabajo, por su natural inclinación a la vida ociosa y descansada”. “Tuvimos 
por bien —continúa— hacer esta obligación más justificada y tolerable de 
manera que no vivan oprimidos con nora y ocupación de esclavos; y porque 
conviene prohibir los demás repartimientos, que no miran tanto al bien común, 
como a las granjerías y comodidades particulares de los españoles.” 

La libertad de locomoción se hallaba limitada por la obligación de agru- 
parse en las llamadas reducciones indígenas, que eran agrupaciones urbanas 
formadas compulsivamente con los indios dispersos y errantes, para mejor 
gobernarlos y utilizarlos en los trabajos. Las leyes dictadas para asegurar 
esta aglutinación social, eran en extremo severas, y como muestra basta citar 
la prohibición que tenían los miembros de una reducción de ir a vivir a otra, 
bajo pena de azotes. Los indios de las reducciones estaban obligados a 
trabajar mediante remuneración, y se turnaban por grupos, siendo conocidos 
con el nombre de indios mitayos o de mita, en contraposición a los llamados 
yanaconas, que eran los que no pertenecían a ninguna reducción y habían 
sido repartidos para siempre en favor de los españoles, para sus casas y sus 
chacras, como adscritos a sus posesiones. 

El derecho a contraer matrimonio se les había garantizado ampliamente 
desde los albores de la Conquista, sin establecer ninguna discriminación 
racial; y en la Recopilación de Indias se les autoriza para que puedan casarse 
libremente con otros indios y con españoles y españolas. Por otra parte, se 
les prohibía la bigamia, así como la costumbre de vender a sus hijas, que había 
estado muy en boga durante la Conquista. 

La libertad de testar se les reconoció desde 1580, y también se les garanti- 
zaba las de comercio e industria, permitiéndoles expresamente la crianza 
de ganado mayor y menor y el libre comercio de sus frutos y mantenimientos. 
Asimismo, la crianza de caballos, a pesar de lo cual se les prohibió terminante- 
mente que los pudieran montar. Les era permitido, además, dedicarse a la 
pesca de perlas, sin que nadie los pudiera obligar a trabajar en tal ocupación, 
en beneficio de otro, bajo pena de muerte. Tenían además el derecho de 
poseer y labrar minas de oro y plata, en igual pie que los españoles. 

El derecho de propiedad sobre inmuebles les fué garantizado desde la 
época de Felipe II, quien ordenó que no se repartieran tierras en perjuicio 
de los naturales y que las que estuviesen dadas fueran vueltas a sus dueños. 
También se les reconoció el derecho preferente de posesión sobre tierras, la 
cual sólo les podía ser disputada por los españoles después de diez años de 
ocupación. 
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ENCOMIENDAS 


Una de las instituciones más importantes durante la dominación española, 
fué la de los repartimientos y encomiendas, que se habían originado en la 
Península antes de la Conquista, habiéndosele trasplantado a América para 
lograr una triple finalidad: 1”, hacer efectivo el deber de protección y conver- 
sión de la clase indigena; 2”, premiar a los conquistadores y otros beneméritos 
por sus servicios a la patria, a la vez que se creaba un aliciente para los coloni- 
zadores, a quienes también se concedían encomiendas; y 3”, facilitar la per- . 
cepción de tributos para la Corona, 

De esas finalidades, sólo las dos últimas tuvieron un éxito completo; no 
así la primera, que siempre se estrelló contra el afán insaciable de los enco- 
menderos, de procurarse riquezas a costa del trabajo agobiador de los natura- 
les, a los que explotaban sin misericordia en las labores de minas, y de ingenios 
y obrajes, lo cual dió lugar a que se tomaran severas determinaciones para 
poner coto a los abusos. La más radical de ellas fué la supresión de las enco- 
miendas en 1542, por las Ordenanzas de Barcelona; pero la reacción que esa 
medida provocó en América fué de tal manera violenta, que hubo necesidad 
de restablecerlas, habiéndose regulado totalmente la materia por los títulos 
VIII y IX de la Recopilación de Indias. 

Allí se establece que el motivo y origen de las encomiendas fué el bien 
espiritual y temporal de los indios, y su doctrina y enseñanza de la fe católica, 
y que la principal obligación de los encomenderos debía ser que no recibieran 
ningún agravio, so pena de que se les privara de la encomienda y se les obl1- 
gara a restituir los frutos. 

Como compensación a su función tutelar, el encomendero percibía los 
tributos y tasas impuestos a los indios de da reducción que se le había con- 
fiado, debiendo pagar a la Real Hacienda un tercio de los ingresos líquidos, 
después de deducir las cargas de doctrina, Justicia Real, alcabala, diezmo, 
hospital y otras que involucraba la misión asistencial del encomendero. Esa 
porción destinada a las armas reales fué más tarde reducida a un quinto, en 
vez del tercio. Los tributos debían ser pagados en especie, excepcionalmente 
en dinero, pero en ningún caso se podían conmutar por trabajo personal. En 
garantía de esta última disposición, se mandaba insertar en todos los títulos 
de encomienda una cláusula que prohibía los servicios personales, vedándose 
además a los encomenderos, que vivieran en los pueblos puestos a su cuidado; 
todo ello, para evitar los abusos y expoliaciones. 

Las encomiendas no eran transmisibles por ningún título, salvo en con- 
cepto de dote o herencia, y en este caso sólo se podían disfrutar sucesivamente 
por dos personas de la misma familia. Esas eran las encomiendas llamadas 
por dos vidas, que se extinguían y quedaban vacantes cuando moría el segun- 
do titular. El Ayuntamiento de Guatemala gestionó en repetidas ocasiones, 
que las encomiendas fueran dadas por tres vidas, pero siempre se encontró 
con la sistemática oposición del Consejo de Indias. Al vacar las encomiendas, 
generalmente se incorporaban al Real Patrimonio, aunque también era fre- 
cuente que los presidentes y las audiencias las dieran a otras personas de signi- 
ficación; pero estas adjudicaciones, para ser válidas, necesitaban ser confir- 
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madas por el monarca. Durante la administración del Conde de la Gomera, 
se acostumbró repartir las encomiendas vacas entre diez o doce personas, 
para impedir así que los beneficios se acumularan en pocas manos. Sin em- 
bargo, la tendencia a ser absorbidas por el Real Patrimonio se fué acentuando 
cada vez más, hasta que se extinguieron por completo, incorporándolas a la 
Corona por real cédula de 29 de enero de 1787. 


REPARTIMIENTOS 


Los repartimientos de indios tenían por objeto proveer de brazos a la 
agricultura, a las estancias de ganado y a las labores de minas. Los caciques 
eran los encargados de practicar los sorteos entre los indios mitayos, y sólo 
los repartidos en ese turno estaban obligados a trabajar durante una parte 
del año, y siempre con sujeción a las limitaciones contenidas en las leyes de 
trabajo a que antes nos hemos referido. 

La reglamentación de los repartimientos es obra de uno de los oidores 
de la Real Audiencia, el licenciado Chacón Abarca, quien redactó unas orde- 
nanzas en 1680. En 1759 se mandó que cesaran los repartimientos de indios 
para las obras públicas, y en 1775 se ordenó poner remedio a los repartimientos 
y al servicio personal, evitando el perjuicio que a la causa pública ocasionaba 
la ociosidad de los naturales. En 1795 se prohiben los repartimientos, aun 
de las cosas necesarias para la provisión de castillos u otro objeto del Real 
Servicio; y por fin, en 1812, el Consejo de Regencia abolió las mitas, los 
mandamientos de indios y todo servicio personal que bajo estos u otros nom- 
bres se prestaba a los particulares, sin que en adelante nadie pudiera compe- 
lerlos a prestar tales servicios, 


TRIBUTOS 


Antes de la venida de los españoles, una de las formas en que se manifes- 
taba el vasallaje de los indios hacia sus señores era el pago de tributos. Al 
sustituirse este señorío por el de los reyes de España, se dispuso que los tribu- 
tos (o feudos) se siguieran pagando a la Corona, como reconocimiento de dicho 
vasallaje y señorío. Los encomenderos, según ya indicamos, eran una especie 
de cesionarios parciales de este derecho a percibir tributos y tasas, como 
premio a sus merecimientos. Las tasas se pagaban por los indios mayores de 
18 años y menores de 50, habiéndose fijado para Guatemala la cantidad de 
cuatro reales anuales por persona. Los tributos se pagaban en las especies 
cosechadas, de conformidad con la cuota fijada a cada puebio al hacerse la 
tasación. Esta fijación de tributos fué motivo de prolongadas discusiones 
entre los encomenderos y los frailes que defendían a los aborígenes, por tratar 
estos últimos de que las cargas impuestas fueran más soportables. Hubo 
época en que en la lista de tributos figuraban las pieles de tigre, cuya obten- 
ción ya puede imaginarse que no era nada fácil. 

La tasación se hacía en un principio por funcionarios nombrados ad hoc, 
como sucedió en 1543 y 1546 en que se comisionó respectivamente a los oido- 
res Pedro Ramírez de Quiñónez y Juan Rogel. Posteriormente se estableció 
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el cargo permanente de comisarios tasadores, a los que se encargaba que 
estudiaran las posibilidades económicas de las diferentes localidades, para 
que sus pobladores pagaran una suma justa y proporcionada a los ingresos. 
Por otra parte, en los años en que la agricultura era poco productiva, se con- 
cedían remisiones, rebajas y esperas a los tributarios. 

El Consejo de Regencia dictó en 1811 un decreto en que se mandaba 
abolir los tributos, pero con la vuelta de la monarquía se establecieron nueva- 
mente, aunque esta vez bajo la forma de donaciones “voluntarias” de los 
indios, en quienes ya estaba tradicionalmente arraigada esa señal de vasa- 
llaje. Por lo menos así informaba la Real Audiencia al Superior Gobierno 
de la Península. PRIVILEGIOS 

Además de las instituciones que hemos venido estudiando, existe en las 
Leyes de Indias un sinnúmero de disposiciones que colocaban a los naturales 
en un estado civil peculiar, que si no se equipara totalmente al de los incapa- 
ces, guarda estrecha semejanza con él, sobre todo en lo que respecta a los 
beneficios de pobreza y menoridad de que disfrutaban. 

Se encargaba, por ejemplo, a las autoridades, y en especial a las audien- 
cias, que procuraran “acomodar a los indios en los precios de bastimentos 
y cosas que compraran, así como en asiento de minas, para que los hallaran 
más baratos que la otra gente”; y la venta de bienes muebles o inmuebles 
que pertenecían a los aborígenes, se debía hacer en pública subasta, siempre 
que el precio excediera de treinta pesos. Siendo inferior el precio, bastaba la 
comparecencia ante un juez ordinario. Semejantes procedimientos son los 
que se observan todavía para la venta de bienes de menores y de incapacitados. 

En atención a su condición miserable, a la que constantemente hacen 
referencia las reales ordenanzas, se les eximía de la compra de bulas, del pago 
de limosnas y de muchas penas pecuniarias. 

Desde tiempos de Felipe III se les había eximido de cualquier responsa- 
bilidad civil o criminal que pudiera derivárseles del manejo de hacienda o 
bagajes de españoles. Y al indio pastor no se le podía hacer responsable por 
el ganado perdido. Tal inimputabilidad no era sino consecuencia de su capaci- 
dad civil restringida. 

No estaban obligados a pagar el impuesto de alcabala sobre las cosas 
de su propiedad que vendían, lo cual era una indudable ventaja sobre los 
españoles, por lo gravoso de tal impuesto. Pero con el objeto de evitar fraudes, 
se les ordenaba que no pudieran vender en forma encubierta cosas que perte- 
necieran a españoles. Se les exceptuaba, además, del pago de derechos de 
entierro y de las contribuciones llamadas derramas, que se pagaban a los 
eclesiásticos. 

En lo judicial, se trataba de que sus litigios se ventilaran con la menor 
dilación posible, y se les relevaba del pago de daños y costas en las materias 
de escasa importancia; debiéndose seguir y substanciar sumariamente los 
pleitos, con excepción de los asuntos muy graves o que versaran sobre caci- 
cazgos, que debían seguirse en la vía ordinaria. Dos días de cada semana, 
y los sábados si no había pleitos de pobres, estaban dedicados exclusivamente 
a los pleitos de indios con indios y de indios con españoles. En las ejecucio- 
nes estaban exentos de pagar décimas. 
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En el ramo penal, no se tenían por delito las palabras de injuria, ni las 
riñas en que no se habían usado armas. Tampoco se castigaba el amanceba- 
miento, que entre los españoles era delito sujeto a la pena pecuniaria llamada 
del marco. 


EDUCACION 


No se detuvo la gestión gubernativa a reconocer esta inferioridad social 
que existía de facto entre la clase indígena, y antes bien trató de remediarla 
dictando una serie de disposiciones tendientes a elevar su nivel cultural. 
Como el alcoholismo fué una de las lacras endémicas entre los naturales, en 
repetidas ocasiones se emitieron leyes que lo combatían, tales como las reales 
cédulas de Felipe 11 en 1594 y de Felipe IV en 1640, reiteradas por la Recop:- 
lación de Indias en 1680, que prohibía la venta de vino en los lugares y pueblos 
de indios. En el año 1635, la Real Audiencia de Guatemala dictó un auto 
acordado en el que proscribía la importación de cacao y de vino, por considerar 
que ambos productos estaban consumiendo a los aborígenes. Y en el Archivo 
Nacional del Gobierno se conserva un documento fechado a 3 de mayo de 
1767, en que se ordena a los alcaldes de los pueblos de la sierra que publiquen 
otro auto de la Real Audiencia, en que se prohibe terminantemente la fabri- 
cación y venta de aguardiente en toda la provincia de Comayagua. 


La función educadora del Estado se descargaba principalmente en los 
llamados doctrineros, que eran clérigos y religiosos obligados a saber las len- 
guas indígenas y a generalizar el conocimiento del castellano. Siempre 
se les reclutaba entre los sujetos más virtuosos y ejercitados en doctrinar a 
los indios, y a la vez, más versados en sus dialectos. 


"Para vencer la desidia y rudeza de los naturales —decía una real cédula 
de 1772—, proporcionando la inclinación de sus hijos a que sean educados 
en doctrina y literatura, se encargaba especialmente a las audiencias, presi- 
dente y arzobispo que usaran los medios que les dictara la prudencia, para que 
con el tiempo los indios se hicieran acreedores a los empleos y oficios públicos, 
ilustrando sus provincias.” 

-Los hijos de caciques eran enviados a colegios favorecidos especialmente, 
y por cédulas de 1697 y 1766 se dispuso destinar a ellos la cuarta parte de 
las becas. De conformidad con esas instrucciones, el rector del Colegio 
Tridentino, don José Manuel González Batres, gestionó y obtuvo la creación 
de doce becas en el Seminario de Guatemala, para que se instruyera a otros 
tantos colegiales de raza indígena, a los que se debía impartir la misma educa- 
ción que a los españoles, proporcionándoles además el vestuario y alimentos 
necesarios, y permitiéndoles que se graduaran sin costo alguno. 

La educación se impartía por separado a niños y niñas, y a estas últimas 
no se les permitió durante mucho tiempo, que fueran a las escuelas después 
de cumplir los diez años. Posteriormente se creó el Colegio de Matronas 
Seculares y Maestras de Niñas Indias, cuyas constituciones emitidas de con- 
formidad con la real cédula de 1783, se conservan en el Archivo Nacional 
del Gobierno. El objeto principal de este establecimiento era la educación 
integral de las indias de raza pura, durante un internado de ocho años, al 


297 


cabo de los cuales se les había acostumbrado a vivir la misma clase de vida 
que los ladinos, al mismo tiempo que se les instruía en los fundamentos de las 
ciencias, y en las artes domésticas. Al oidor Jacobo de Villaurrutia se debe 
también un plan bastante atinado para mejorar la calidad de los maestros de 
indigenas, los cuales dejaban mucho que desear debido a las pagas miserables 


que se les ofrecían. 


PROTECTORES DE INDIOS 


La serie de disposiciones que hemos venido estudiando en este trabajo 
respondían todas a una finalidad común, cual era la protección de la clase 
indígena, que siempre se consideró como de miserables condiciones económi- 
cas y culturales. Para hacer efectiva esa función protectora, las leyes daban 
atribuciones específicas a todos los componentes del engranaje adminis- 
trativo, desde los de más elevada hasta los de inferior categoría. Este 
espíritu tutelar y filantrópico se manifiesta desde la época de los Reyes Cató- 
licos, al extremo que en el testamento de la reina Isabel aparece una cláusula 
en que se lee: *...encargo a la princesa mi hija y al príncipe su marido, 
y que este sea su principal fin, y en ello pongan mucha diligencia y no consien- 
tan ni den lugar a que los indios vecinos y moradores de las islas y Tierra 
Firme, ganados y por ganar, reciban agravio alguno en sus personas y bienes, 
mas manden que sean bien y justamente tratados...” 


En los años que siguieron se emitió una copiosa cantidad de reales cédu- 
las por Carlos V, Felipe II y sus sucesores, casi todas concebidas en términos 
parecidos, pero que en esencia insisten en recomendar a las autoridades que 
tomen las medidas necesarias para la conservación y buen tratamiento de 
los naturales, a los que deberá considerarse como vasallos de la Corona, 
omitiendo toda clase de agravios y castigando los que se cometan contra ellos. 
En cumplimiento de esas instrucciones, la Real Audiencia enviaba periódica- 
mente un oidor visitador a los pueblos bajo su jurisdicción, para que se cercio- 
rara de todos los extremos indicados. Para mayor garantía, dichos visitadores 
eran residenciados al terminar sus funciones, lo cual se hacía público entre 
los indios para que tuvieran oportunidad de presentar sus quejas. 


Para ¡ibrarlos de la explotación, existían terminantes prohibiciones de que 
en sus poblados vivieran españoles, mestizos, negros o mulatos “para que no 
abusen de los indios, ni los pervierian”. Y considerando que “los gitanos 
engañan a los indios por su natural simplicidad”, en la Recopilación de Indias 
se ordena que se les expulse del territorio americano. 


La Protectoría de Indios, además de encomendarse de manera general 
a todos los miembros de la Administración, estaba particularmente a cargo 
de abogados procuradores, como sucedía en México; y en los lugares donde 
no había esos funcionarios, se ponía al cuidado exclusivo del fiscal del cri- 
men, adscrito a la Real Audiencia, funciones que se empezaron a desempeñar 
desde tiempo de Felipe II. En 1680 se reglamentaron detalladamente sus 
atribuciones, encargándoles de manera específica que ayudaran y favorecieran 
a los indios “en todos los casos y cosas que conforme a derecho les convengan, 
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para alcanzar justicia y alegar por ellos en todos los pleitos civiles y criminales 
de oficio y partes, con españoles, demandando o defendiendo, y así lo den 
a entender a los indios”. 


Al fiscal se le imponía la obligación de oír pacientemente a los indios, 
hasta imponerse de la justicia de sus instancias, que es de su obligación diri- 
gir, rectificar y extender materialmente, interponiendo asimismo los recursos 
de fuerza que correspondan a los agravios que se les hagan en los juzgados 
eclesiásticos u otros” '“y haciendo con ellos el oficio de protector, que es el 
de padre, amigo, medianero y abogado”. 

Las Cortes de Cádiz promulgaron el 5 de enero de 1811, un decreto en 
que se reiteraba a los fiscales, en nombre de la Religión, la Santa Razón y 
la Justicia, la obligación de reprimir los abusos que se cometieran con los natu- 
rales de parte de cualquier persona constituída en autoridad eclesiástica, civil 
o militar, y en ese mismo decreto, las Cortes, como representantes de la volun- 
tad nacional, declaraban que cualquier infracción a esas disposiciones sería 
castigada con todo el rigor de la ley. , 

La función tutelar de los fiscales no era un simple formalismo, según 
se desprende de un legajo existente en el Archivo Nacional del Gobierno, en 
el que se contiene una interesante polémica sostenida en 1808 entre el fiscal 
de Su Majestad y nada menos que el Presidente y Capitán General. que a la 
sazón lo era don Antonio González Mollinedo, y de cuya polémica obtenemos 
una circunstanciada información acerca de la protectoría que desempeñaban 
los fiscales en Guatemala. La discusión surgió con motivo de una queja de 
varios naturales de Majatique en Comayagua, que habían recurrido a los 
oficios del abogado Santiago Milla, para que los asesorara en una petición 
ante las autoridades. Como Milla se retardara más de la cuenta en tramitar 
el asunto, sus patrocinados acudieron al fiscal, licenciado Yáñez, quien inme- 
diatamente lo llevó a término, habiendo además ordenado al abogado Milla 
que restituyera los honorarios percibidos, en atención a que “el fiscal del 
crimen de las Reales Audiencias es el protector nato y exclusivo de todos los 
pleitos, causas y negocios que en todo el distrito tengan los indios, y sin cuya 
mediación no pueden celebrar cosa alguna válidamente, en juicio y fuera de 
él, por los privilegios de menoridad de que gozan conforme a las leyes: 417: 
y "en ese concepto, no pueden reconocer la protección de ningún otro abogado 
o procurador”. En.su alegato, el fiscal traía a cuento la real cédula de 1801, 
que decía en su preámbulo: “Día en día va cundiendo el pernicioso abuso 
de algunos de los abogados de esta capital, quienes salen a los mesones y calles 
en busca de los indios que vienen a demandar justicia o se los hacen recomen; 
dar de las provincias para oiírlos y dirigir sus pleitos; de lo que precisamente 
resultan dos males graves: el uno, apoderarse del dinero que traen estos mise- 
rables para sus atenciones y sustento, no quedándoles muchas veces con qué 
volverse a sus pueblos; y el otro, los daños que reciben los mismos indios de 
esta dirección mercenaria”, 

El licenciado Milla refutó los argumentos del fiscal, alegando que el esta- 
tuto de menoridad que se invocaba no era rigurosamente exacto, ya que se 
autorizaba a los naturales para otorgar poderes, facultad de que no disfrutan 
los menores ni los incapaces. El presidente de la Audiencia trató de coadyuvar 
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a la tesis mantenida por Milla, manifestando que, según su opinión, “sujetar 
a los indios a un defensor dado y no elegido por ellos es contra el natural 
derecho de cualquier vasallo; es hacerlos de peor condición que a los demás 
con quienes las leyes y la razón han querido igualarlos”. 

La contrarréplica del fiscal está contenida en un párrafo que de manera 
concisa, pero brillante, expone la doctrina jurídica que fundamentaba su sa- 
grado ministerio: “El dar a ciertas personas un defensor —decía— no es 
contra el derecho natural; a la contra, es muy conforme a las leyes que el 
mismo inspira. Los padres están obligados a dar tutores y curadores a sus 
hijos, para que estas personas los amparen y dirijan, y cuando los padres 
han descuidado o no han podido llenar este deber, lo suple el magistrado. 
Los pobres y miserables sostienen un defensor por el abogado protector que 
les ha nombrado el juez, y el mismo soberano descarga el desempeño y 
defensa de sus intereses, y aun los del Estado, en las personas de sus fiscales”. 

Otrosi: “Los indios son personas miserables y las leyes derraman sobre 
ellos multitud de beneficios, concediéndoles los privilegios de la menoridad”. 

Cuando le tocó resolver en definitiva, la Real Audiencia reconoció la ver- 
dad de los argumentos del licenciado Yáñez, los cuales sirvieron de fundamento 
al fallo, que se pronunció así en contra de la tesis favorecida por la suprema 
autoridad ejecutiva, encarnada en la persona del presidente González. 
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En los párrafos anteriores ha quedado expuesta de manera fragmentaria 
y sucinta, la situación jurídica de los indios durante la dominación de España; 
pero con ello nos basta para desechar una serie de prejuicios acerca del 
llamado régimen del coloniaje. Ni el propio término “colonia” es adecuado 
para referirse a las provincias españolas de ultramar, las cuales estaban 
equiparadas políticamente a las provincias de la Península, y de ninguna ma- 
nera en situación de inferioridad. Según ha manifestado en alguna ocasión 
mi maestro Laudelino Moreno, en ninguno de los documentos que se conser- 
van en el Archivo de Indias de España, se usa jamás el vocablo “colonias” 
aplicado a las divisiones administrativas del Nuevo Mundo; e igual afirma- 
ción podemos hacer respecto a los expedientes que hemos tenido oportunidad 
de ver en el Archivo Nacional del Gobierno, en los cuales aparecen a menudo 
los términos reino, provincias, dominios y aun el de república, pero ni una 
sola vez el de colonia. Será, por consiguiente, más exacto referirse al régimen 
de vasallaje, que dentro del sistema semifeudal que prevalecía en Europa, 
era considerado como el más justo y humanitario para estas tierras. 

Cierto es que la historia es pródiga en la relación de hechos reprobables 
que nos llevan a dudar a veces de la eficacia del sistema jurídico español, y 
basta leer el libro “Destrucción de las Indias” del Padre las Casas, para for- 
marnos un cuadro sombrío de la suerte que cupo a la clase indígena durante 
la dominación de España. Pero no debemos olvidar que el obispo de Chiapa, 
más bien que escribir historia, trató de presentar un alegato en favor de la 
causa filantrópica que defendía tesoneramente, razón por la cual sus informes 
carecen de una rigurosa exactitud, según se ha podido comprobar. 
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Por otra parte, todo el cúmulo de hechos censurables que se han enros- 
trado a los españoles, no bastan para empañar el recto espíritu de justicia 
que inspira al copiosísimo cuerpo de leyes que se dictaron para estos países; 
desde luego que los hechos antijurídicos no son en realidad una negación 
del Derecho, sino, al contrario, su plena afirmación como supremo desiderátum 
social, 


Por eso consideramos día especialmente fausto para Guatemala, éste del 
25 de julio, que hoy se celebra, porque él rememora la fecha en que sentó sus 
reales en el país la pujante raza castellana, que nos legara el inapreciable 
patrimonio de su idioma y de su brillante tradición jurídica. 


HE DICHO. 
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